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LIBERTAD IDEOLÓGICA 
Y OBJECIÓN DE CONCIENCIA 
María José Falcón y Tella 
1. LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA COMO FIGURA RELACIONADA 
CON LA DESOBEDIENCIA CIVIL Y LA INSUMISIÓN: CARACTE-
RÍSTICAS CONVERGENTES Y DIVERGENTES ENTRE ELLAS. 
A menudo la libertad de conciencia lleva a asumir posturas 
como la objeción de conciencia y otras similares, aunque no exac-
tamenteequivalentes, como la desobediencia civil o la insumi-
sión. En realidad no se trata de figuras tan alejadas unas de otras: 
así la insumisión no sería sino una desobediencia civil indirecta a 
la Ley de Objeción de Conciencia. De hecho se trata de fenó-
menos que tuvieron su momento de apogeo en la realidad práctica 
y en la literatura científica de nuestro país tras la promulgación de 
la Constitución española de 1978 y que actualmente, especial-
mente la objeción de conciencia, objeto de este estudio, se en-
cuentran un poco menos en el ojo del huracán con la evolución 
hacia un ejército profesional l. En cualquier caso, no está de más, 
1. Marina GASCÓN ABELLÁN, en su libro Obediencia al Derecho y 
objeción de conciencia, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1990, 
págs. 240-242, describe diversas respuestas jurídicas a la objeción de concien-
cia. Primero, hay autores que sostienen que el mejor tratamiento jurídico de la 
objeción es evitarla, procurando que no existan en el ordenamiento jurídico 
deberes que se haya constatado sociológicamente que repugnan a una parte de 
la población. En segundo lugar, se puede obtener la finalidad perseguida, en 
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antes de abordar en su sentido estricto el tema de la objeción de 
conciencia en relación con la libertad ideológica2, delimitar el 
fenómeno de la objeción frente a las figuras afines pero no total-
mente equiparables de la desobediencia civiP, por un lado, y la 
insumisión, por otro. 
De un análisis histórico del tandem desobediencia civil-obje-
ción de conciencia, deducimos el siguiente dato: ambas participan 
conjuntamente de una historia análoga. En ella se pueden obser-
var tres etapas claramente diferenciadas: 
1. En un primer momento sus etiquetas se trastocaron y así, 
por ejemplo, lo que era desobediencia civil para Henry David 
Thoreau4 en realidad sería hoy para muchos objeción de con-
vez de castigando a los objetores, premiando a los no objetores. En tercer 
término, cabe hacer llegar antes el remedio que la enfermedad, creando un 
ejército completamente profesional o configurando el servicio militar como 
voluntario. Si el servicio militar es voluntario, las razones para no realizarlo le 
interesan al sujeto pero no al Derecho. 
2. Sobre el tema, ver José Carlos ALARCÓN LÓPEZ, La libertad ideoló-
gica y la objeción de conciencia, en Tapia, año VII, n° 44, enero-febrero 1989, 
pág. 32. María Gabriella BELGIORNO DE STEFANO, "Obiezione di coscienza, 
diritto di resistenza e diritti fondamentali dell'uomo", en 1 diritti fondamentali 
delta persona umana e la liberta religiosa. Atti del V Coltoquio Giuridico (8-10 · 
de marzo de 1984), a cura di Franco Biffi, Libreria Editrice Lateranense, 
Roma, 1985, págs. 533-538. Bruno MONTANARI, Obiezione di coscienza. 
Un 'analisi dei suoi fondamenti etici e politici, Milano, Giuffre, 1976. 
3. Sobre el tema, Gregorio PECES-BARBA, "Desobediencia civil y obje-
ción de conciencia", en Anuario de Derechos Humanos, Instituto de Derechos 
Humanos, Facultad de Derecho, Universidad Complutense de Madrid, 1988-
1989, págs. 159 y ss. 
4. Henry David Thoreau fue un pensador y autor norteamericano del siglo 
XIX, que ha pasado a la historia contemporánea de los EEUU básicamente por 
dos conceptos: su aportación al movimiento ecologista, fruto de su experiencia 
de vida en solitario en el bosque en una cabaña que él mismo se construyó con 
la ayuda de unos amigos, y que da lugar a su obra, ya un clásico, Walden, en 
alusión al nombre de la charca alIado de la cual estaba ubicada la casa; y, por 
otra parte, su acción de desobediencia al pago de los impuestos que se le 
exigían para sufragar la guerra de su país contra México por la anexión del 
territorio de Texas, por considerar que se trataba de una guerra injusta, lo cual 
UBERTAD IDEOLÓGICA Y OBJECIÓN DE CONCIENCIA 175 
ciencia; y, al contrario, 10 que para Gandhi era objeción de con-
ciencia sería en realidad hoy desobediencia civil. 
le llevó a realizar una breve -en realidad, brevísima, de sólo una noche-
"estancia" en la cárcel y a la posterior conferencia para justificar tal incidente 
ante sus conciudadanos de Concord -Massachusetts- en el Liceo de dicha 
ciudad, conferencia que sería publicada póstumamente bajo el título de Deso-
bediencia civil, por idea de su editor, inspirándose en la correspondencia que 
había mantenido con Thoreau, obra que inspiró a Gandhi y a Martin Luther 
King, y que da nombre al movimiento que a partir de entonces se ha conocido 
como desobediencia civil. Ver Henry David THOREAU, "Civil disobedience", 
en Hugo Adam BEDAU (ed.), Civil disobedience infocus, London-New York, 
Routledge, 1991, págs. 28-49; y en H. A. BEDAU (ed), Civil disobedience. 
Theory and Practice, New York, Pegasus, 1964, págs. 27-48; de la conferencia 
titulada "The rights and duties of the individual in relation to government", 
pronunciada en el ConcordLyceum en febrero de 1848; apareció por primera 
vez publicada en Elisabeth PEABODY (ed.), Aesthetic Papers, Boston, ed. 
privada, 1849, como "Resistance to civil government" y, con el mismo título, 
en David R. WEBER (ed.), Civil disobedience in America, A documentary 
history, Ithaca-London, Cornell University Press, 1978, págs. 84-98, y como 
"On the duty of civil disobedience" en Jeffrie G. MURPHY, Civil disobedience 
and violence, Belmont, California, Wardsworth Publishing Company, 1971, 
págs. 19-39. Fue reeditada en A Yankee in Canada, with anti-slavery and 
reform papers, Boston, Ticknor and Fields, 1866, y luego en la Riverside 
(1893) y la Walden (1906) ediciones de los trabajos de THOREAU; también en 
Walden: or lije in the woods: and on the duty of civil disobedience, New York, 
New American Library, 1960; en Laurence R. VEYSEY (ed.), Law and 
resistance. American attitudes toward authority, New York, Harper & Row. 
1970, págs. 70-98, en The writtings of Henry David Thoreau, Houghton 
Mifflin, Nueva York, 1906 (obras completas, edición Walden, 7 volúmenes); 
en The portable Thoreau, ed. de Carl Bode, New York, Viking Press, reeditado 
varias veces en Harmondsworth, Penguin Books, por ej. en 1983; en Walden 
and civil disobedience, ed. de Owen Thomas, New York, W. W. Norton and 
Co;, 1966; en The Variorum civil disobedience, ed. de Walter Harding, New 
York, A. A. Knopf, 1967; en The anotated Walden, ed. de P. Van Doren Stern, 
New York, Bramball IJouse, 1970; en Reform Papers, ed. de W. Glick, 
Princeton, Princeton University Press, 1973; en Walden and other writtings, ed. 
de 1. W. Krutch, New York, Bantam Books, 1980, 3" ed. Hay varias traduc-
ciones españolas: por Juan E. GUIER, en H. D Thoreau: Obras, San José de 
Costa Rica; por Carlos SÁNCHEZ-RODRIGO, en H. D. Thoreau: Walden y el 
deber de la desobediencia civil, Barcelona, Ediciones del Cotal, 1976,3" ed. de 
1983; por Ana María MUÑOZ FONSECA, en H. D. Thoreau: Desobediencia 
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2. Luego ambas figuras encontraron una clara separación en la 
doctrina, así por ejemplo en Eusebio Femández, siguiendo a John 
Rawls, que a su vez se inspira en Hugo Adam Bedau. 
3. Hoy, de nuevo, dichas categorías tienden a fundirse en una 
misma acción -es el caso de los actos de insumisión- y, por otro 
lado, también la ciencia político-jurídica tiende a elaborar una 
estrategia común que elimine las diferencias entre una y otra 
-aquí se sitúan los discursos acerca de la admisión en el Derecho 
positivo de la desobediencia civil, como puede ser el caso de la 
Ley Fundamental de Bonn y su reconocimiento del derecho de 
resistencia-o 
Siguiendo el título de la monografía que sobre el tema tiene 
Mayela Ruiz Murill05, pueden distinguirse una serie de "conver-
gencias", concordancias, puntos afines o aspectos en común en el 
concepto y en la naturaleza de la desobediencia civil y la objeción 
de conciencia, y una serie de "divergencias", aspectos no concor-
dantes o puntos disímiles entre ellas6. 
civil y otros escritos, ed. de Félix García Moriyón, Madrid, Zero, 1985, págs. 
47-73; y por María Eugenia DÍAZ, en H. D. Thoreau: Desobediencia civil y 
otros escritos, ed. de Juan J. Coy, Madrid, Tecnos, 1987, págs. 29-57. Existe 
también una edición crítica bilingüe, inglés-castellano realizada por A. CA- · 
SADO DA ROCHA, bajo el título: Sobre el deber de la desobediencia civil, 
Irún, Iralka, 1995. 
5. Mayela RUIZ MURILLO, Convergencias y divergencias en el concepto 
y la naturaleza de la desobediencia civil y la objeción de conciencia a partir de 
la teoría de la justicia de John Rawls, tesina de especialización. Texto mecano-
grafiado. Instituto de Derechos Humanos. Facultad de Derecho. Universidad 
Complutense de Madrid. 1989. 
6. Ver, respecto al tema de la desobediencia civil, María José FALCÓN Y 
TELLA, La desobediencia civil, Madrid, Marcial Pons, 2000, esp., págs. 76-84. 
Igualmente nuestros trabajos, Legal validity and civil disobedience, India, 
Indian Institute of Comparative Law, 2000. "Algunas consideraciones acerca 
de la desobediencia civil", en VVAA, Guerra, Moral y Derecho, Madrid, Ac-
tas, 1994, págs. 215-257. "Should we obey the unjust law? The question of 
civil disobedience", en Indian Socio-Legal Joumal, vol. XXIII, 1997, págs. 11-
37. "La désobéissance civile", en Revue Interdisciplinaire D'Études Juridiques, 
39, 1997, págs.27-67. "Los precedentes de la desobediencia civil en el mundo 
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Las convergencias entre la desobediencia civil y la objeción de 
conciencia son básicamente las siguientes: tanto una como otra 
plantean en sí mismas un comportamiento de "oposición" del 
individuo-ciudadano frente al Derecho. Ambos son actos reali-
zados por sus autores "abierta, intencional y conscientemente". 
De igual I!l0do, tanto en la desobediencia civil como en la obje-
ción de conciencia encontramos un común denominador, la "no 
violencia" de la actuación de sus autores. No sólo en la desobe-
diencia civil, sino también en la objeción de conciencia, sus 
autores aceptan en principio la "sanción" 'que se les impone por 
sus actos: si no se acepta la prestación sustitutoria, estamos más 
griego", en Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense 
de Madrid, n° 90, 1998, págs. 67-87. "Principal realist theories of efficacy and 
obedience to the law", en el Indian Socio-Legal Journal, vol. XXV, n° 1 y 2, 
1999, págs. 21-41. "Legal validity and obedience to the law", en el Indian 
Socio-Legal Journal, vol. XXV, n° 1 y 2, 1999, págs. 89-101. "La desobe-
diencia civil como derecho", en Cadernos de Direito da UNIGRANRIO, Uni-
versidade do Grande Rio, Brasil, 1999, 1, págs. 15-29. "Un droit a la déssobéis-
sance civile? Quelles conséquences juridiques?", en la Revue Interdisciplinaire 
d'Études Juridiques, diciembre 2000, 45, págs. 87-101. "Legal justification for 
civil disobedience. Is it possible?", en el Indian Socio-Legal Journal, XXVI, 
1&2, 2000, págs. 137-145. "Legal justification for civil disobedience: A right 
to no law", Ponencia presentada al Congreso Mundial de Filosofía del Derecho, 
celebrado en Nueva York, del 23 al 30 de junio de 1999, en prensa en el Heft 
"Human rights, minority rights, women's rights" del Archiv für Rechts-und 
Sozialphilosophie, Franz Steiner Verlag, Stuttgart -Germany-. "Desobediencia 
civil y derecho de asilo", en Revista Hispano-Cubana, n° 6, 2000, págs. 159-
165. "La desobediencia civil y la Constitución española de 1978: ¿Un derecho 
a la desobediencia?", en el Libro Homenaje a Pablo Lucas Verdú. Madrid, 
U.C.M., 2001. "El desobediente civil ante el Derecho penal", en el Homenaje a 
Don Antonio Hernández Gil, Madrid, Centro de Estudios Ramón Areces, págs. 
3149-3165. "¿Un derecho a desobedecer la ley por analogía? Ensayo de una 
justificación jurídica de la desobediencia civil a través del argumento analó-
gico", en prensa en la Antología sobre Derechos Humanos, Ayuntamiento de 
Tlanleplanta de Baz (Méjico). "Guerra, Moral y Derecho: sobre la justificación 
de la guerra" y, especialmente, "La objeción de conciencia y la insumisión 
como formas de desobediencia al Derecho", ambos artículos en Cadernos de 
Direito da UNIGRANRIO, 2000. 
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que ante objeción de conciencia, ante un caso de insumisión. 
Tanto en la desobediencia civil como en la objeción de concien-
cia hay un último "fundamento moral" en común. Así como la 
desobediencia civil guarda una mínima lealtad o "fidelidad" al 
ordenamiento jurídico-político, de igual manera la objeción de 
conciencia no pone en duda la legitimidad general del Derecho en 
su conjunto y, muy especialmente, de la Constitución. Su protesta 
es, por tanto, en ambos casos parcial -dirigida contra una norma 
concreta-o La desobediencia civil es, como la objeción de con-
ciencia, "pública" -tratándose de un acto clandestino sería prefe-
rible hablar de evasión de conciencia más que de objeción de 
conciencia-, si bien la objeción de conciencia, a diferencia de la 
desobediencia civil, no busca la publicidad. 
Pero más importante que ver cuales sean las convergencias del 
concepto de objeción de conciencia con el de desobediéncia civil, 
resulta aquí esbozar las divergencias que ambas figuras presen-
tan 7. Para su más clara exposición las agruparemos distinguiendo 
7. En la exposición de las principales diferencias entre la desobediencia 
civil y la objeción de conciencia seguimos básicamente a M. RUIZ MURILLO, 
Convergencias y divergencias ... , op. cit., esp. págs. 54-55, 186-190, 208-218; 
Ramón SORIANO, La desobediencia civil, Barcelona, Promociones y Publi-
caciones Universitarias, 1991, esp. págs. 30-31 y 44-47; Marina GASCÓN 
ABELLÁN, Obediencia al Derecho y objeción de conciencia, op. cit., esp. 
págs. 33-34, 58-59, 62, 68-69, 76-77, 79-82 Y 84. Giovanni COSI, Saggio sulla 
disobbedienza civile. Storia e critica del disenso in democrazia, Milano, 
Giuffre, 1984, esp. págs. 6-7, 13-17,21-22,48 Y 57. Asimismo, a Luis PRIETO 
SANCHÍS, "La objeción de conciencia como forma de desobediencia al 
Derecho", en Sistema, 59, marzo 1984, págs. 41-62, esp. pág. 50-51. Fernando 
NA V ARRO AZNAR, Desobediencia civil y sociedad democrática, Murcia, 
Ediciones Myrtia, 1990. Prólogo de Mariano Hurtado Bautista, pág. 8. Alfonso 
RUÍZ-MIGUEL, "Leyes y sentencias erróneas", en VVAA, Ley y conciencia: 
moral legalizada y moral crítica en la aplicación del Derecho, ed. a cargo de 
Gregorio Peces-Barba Martínez, Madrid. Universidad Carlos III de Madrid, 
Boletín Oficial del Estado, 1993, págs. 143-147. Morris KEETON, "The mora-
lit y of civil disobedience", en Texas Law Review, vol. 43, marzo 1965, pág. 
511. Jaime E. MALAMUD GOT!, "Is there a right to disobey the law on moral 
grounds?", en Rechtstheorie, 17 Band, 1986, págs. 208-211. Ernest VAN DEN 
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el quién, el porqué, el cómo, el qué, y el para qué, es decir el 
sujeto, el fundamento, la forma, el objeto y la finalidad de las 
nociones en cuestión. 
1. ¿QUIÉN? Comenzando por el "sujeto", mientras la desobe-
diencia civil es por definición "colectiva", la objeción de con-
ciencia es "individual -dice Rawls que no apela al sentido de 
justicia de la mayoría-o Desde esta perspectiva, "la desobediencia 
civil aparece como una forma atípica de participación política, en 
suma, como una actuación que se propone incidir en el ámbito de 
las decisiones colectivas, mientras que la objeción se configura 
como un acto estrictamente privado, no político, que trata de 
salvaguardar la conciencia de un individuo llamado a cumplir el 
deber jurídico que considera inmoral". La desobediencia civil no 
se mueve en el plano individualista y puramente subjetivo, sino 
en un marco intersubjetivo. De ahí que para distinguir la deso-
bediencia civil de la objeción de conciencia se traiga a colación la 
dicotomía existente entre lo público, para la primera, y lo privado, 
para la segunda, lo político, para la primera, y lo ético, para la 
segunda. 
Expresado de otra manera: en la desobediencia civil cabe un 
plano de actuación por solidaridad o simpatía, que no puede 
trasladarse a la objeción de conciencia, donde no es admisible la 
representación o actuación en nombre de otro. Al objetor no le 
interesa, como al desobediente, llamar la atención de la opinión 
pública, sino la resolución privada y pacífica de su dilema per-
sonal. Lo que ocurre es que el problema del objetor puede afectar 
a otros que componen una minoría social y, si los poderes pú-
blicos no encuentran una solución satisfactoria, es muy probable 
que los objetores se unan unos con otros, con una cierta organi-
zación, de tal manera que la objeción de conciencia se transforme 
poco a poco en una pública desobediencia civil. 
HAAG, "Civil disobedience and the law", en Rutgers Law Review, vol. 21, n° 1, 
1966, págs. 36-37. 
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Del carácter colectivo de la desobediencia civil y el tono 
eminentemente individual de la objeción de conciencia se deduce 
otra nota distintiva: mientras aquella es un acto organizado --es 
decir, un acto que se realiza por quienes coinciden en sus preten-
siones y se agrupan para conseguirlas- la objeción de conciencia 
es un acto que en principio no plantea estrategia ni organización 
alguna, como acto individual que es. Otra cosa distinta es que 
pueda transformarse en desobediencia civil, como movimiento de 
objeción de conciencia, de varias personas que coinciden en sus 
pretensiones. 
2. ¿POR QUÉ? Este interrogante sobre el "fundamento" en-
tronca directamente con el tema objeto de este artículo: la libertad 
ideológica y la objeción de conciencia. La objeción de conciencia 
obedece a motivos éticos, de conciencia, que, a su vez, pueden 
revestir distinta naturaleza -religiosa, humanitaria, moral, filosó-
fica, etc.-, mientras que en la desobediencia civil, aunque tam-
bién concurran móviles éticos, éstos se mezclan con un compo-
nente político, de cambio político y, además, no tienen entrada 
los componentes de moralidad personal y las doctrinas religiosas 
de cada sujeto, a diferencia de las guerras confesionales -las 
Cruzadas o la Guerra Santa musulmana, por ejemplo-. 
La posición moral debe de tener una cierta objetividad, debe 
ser intercambiable a cualquier sujeto que ocasionalmente se si-
tuase en la misma situación personal del desobediente en cues-
tión. La infracción del objetor estaría impulsada por una moral 
individual y no compartida, mientras que la del desobediente 
debería invocar precisamente los mismos principios de justicia 
sobre los que se asienta el orden jurídico, que habrían sido cir-
cunstancialmente ignorados por la mayoría8. 
La objeción de conciencia es el resultado de un conflicto entre 
el Derecho y la Moral, entre el deber jurídico y el deber moral, en 
8. Ver al respecto: Andrés OLLERO TASSARA, "Ética pública y ética 
privada", en ABe. Tribuna Abierta, viernes, 3 de octubre de 1997, pág. 52. 
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el cual la Moral vence al Derecho. En cambio la desobediencia 
civil es el resultado de un conflicto entre el deber jurídico y el 
deber político, conflicto que se resuelve, con absoluta neutralidad 
moral, con el triunfo de la Política sobre el Derecho. 
Otra diferencia en cuanto al fundamento es que el objetor de 
conciencia, aunque manifiesta públicamente su conducta, puede 
mantener en privado las razones y motivaciones que le impulsan. 
La doctrina señala básicamente tres tipos de motivos, que en la 
práctica se mezclan y confunden dentro de un mismo sujeto: 
A. Los motivos religiosos, que se fundamentan en la espiri-
tualidad y el temor de una sanción ultraterrena y entroncan con el 
cristianismo, la teoría de la guerra justa (formulada por San Agus-
tín y desarrollada por Santo Tomás de Aquino, Vitoria y Suárez) 
y el subjetivismo al juzgar los dogmas, introducido por la reforma 
protestante de Lutero o Calvino y compartido por movimientos 
como los cuáqueros o los testigos de Jehová. 
B. Los motivos éticos, morales y filosóficos son los de tipo 
humanitario o pacifista, en conexión con el criterio del bien y del 
mal, y se extendieron considerablemente con la carrera de arma-
mentos y la posibilidad de una guerra nuclear. 
C. Los motivos políticos, seguidos por las corrientes anar-
quistas, neutralistas, internacionalistas y marxistas. Son los que 
ofrecen ' más problemas a la hora de su admisión legal y doc-
trinal9. 
Por su parte, el desobediente civil para hacer efectiva su 
protesta y para dar muestra de buenas intenciones, debe hacer 
públicos sus móviles. Es el caso de Gandhi o Luther King, que 
llegaba incluso a comunicar con antelación sus campañas de 
desobediencia civil, para otorgarles la mayor audiencia posible y 
dar muestra de buena fe. 
9. Fernando AMÉRIGO CUERVO-ARANGO, "La objeción de conciencia al 
servicio militar: Especial referencia al Derecho español", en Anuario de Dere-
chos Humanos, 1984-85, pp. 14-21. 
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3. ¿CÓMO? En tercer lugar, juega un papel importante en la 
distinción entre la desobediencia civil y la objeción de conciencia 
su "forma" respectiva. Así, en la desobediencia civil habría 
publicidad y carácter colectivo, mientras que la objeción de con-
ciencia no exige ninguno de estos dos componentes. La publi-
cidad, si se produce, es accidental, no buscada ni deseada. 
Además, la desobediencia civil, a diferencia de la objeción de 
conciencia, es un acto que se realiza como "último recurso", 
cuando ya no queda más remedio que acudir a la vía de hecho de 
incumplimiento de lo prescrito en la norma jurídica, mientras que 
la objeción de conciencia es una vía legal, reconocida en la ma-
yoría de los sistemas democráticos y, en cuanto tal, no necesita el 
agotamiento de otras posibles vías. 
Por otro lado, el objetor de conciencia no debe causar daños 
irreversibles y de carácter esencial a terceros. Imagínense los 
lamentables casos de la objeción de los Testigos de Jehová a las 
transfusiones de sangre a" sus hijos, cuestionando incluso el pro-
pio derecho a la vida de esas personas. Por el contrario, la deso-
bediencia civil a veces, si bien como consecuencia indirecta no 
deseada, produce daños a terceros, como daños físicos o pertur-
bación de las propiedades de dichos terceros. 
Otro rasgo diferenciador es que la desobediencia civil nunca se 
reconoce por el Derecho, mientras que la objeción de conciencia 
sí y así, y como más adelante desarrollaremos, una gran parte de 
la jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional la considera 
una modalidad de la libertad ideológica. 
Si bien la desobediencia civil y la objeción de conciencia son 
ambas manifestaciones de la desobediencia ál Derecho, la según-
da ha adquirido, por su importancia histórica, una autonomía que 
la primera no ha sido capaz de alcanzar; circunstancIa que hace 
que la objeción de conciencia haya sido reconocida de forma 
expresa en muchos Estados, pasando a la categoría de derecho y, 
por tanto, dejando de ser una forma de desobediencia al Derecho, 
situación ésta que en la desobediencia civil continúa sin resol-
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verse. La objeción de conciencia, como derecho, es un logro de la 
desobediencia civil, como proceso para alcanzar ese derecho. 
Resulta interesante asimismo destacar en cuanto a la forma 
cómo no cabe hablar de objeción de conciencia indirecta a dife-
rencia de lo que ocurre en la desobediencia civil. El objetor se 
opone directamente a una norma a él dirigida, la cual transgrede, 
pero no para mostrar su disconformidad hacia una segunda norma 
injusta. A este respecto, cuando se plantea el problema de la 
delimitación conceptual entre estas dos figuras jurídicas, cabe 
preguntarse lo siguiente: Si se representasen ambos conceptos 
mediante círculos, ¿resultarían círculos concéntricos, secantes o 
tangentes? En realidad la respuesta adecuada sería 'que la relación 
entre la objeción de conciencia y la desobediencia civil estaría 
formada por dos círculos "secantes" -que se cortan entre sí-, 
cuyas partes no comunes corresponderían a la objeción de con-
ciencia legal y a la desobediencia civil indirecta y cuya parte 
común comprendería tanto la objeción de conciencia ilegal como 
la desobediencia civil directa. 
4. ¿QUÉ? Por lo que respecta al "objeto" sobre el que versan 
la objeción de conciencia y la desobediencia civil, existe entre los 
expertos una tendencia bastante generalizada, aunque no siempre 
suficientemente explicada, a considerar la objeción de conciencia 
como el incumplimiento de un deber jurídico de tipo positivo, de 
un mandato, como una conducta "omisiva", frente a la desobe-
diencia civil que, según la mayoría de la doctrina, puede consistir 
tanto en un hacer como en un omitir. 
Según J. Malamud, la objeción de conciencia pierde su sentido 
cuando se opone a deberes jurídicos que permiten optar entre el 
cumplimiento de diversas obligaciones. Ciertamente, si la norma 
impone una sóla obligación de forma excluyente, parece cierto 
que la objeción esté más justificada que si la norma nos ofrece 
distintas obligaciones alternativas, pues probablemente no todas 
repugnarán a la conciencia del objetor. Si esto es así, resulta ló-
gico que la objeción se formule contra mandatos más que contra 
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prohibiciones, pues las normas que mandan hacer algo autorizan 
"una sola" acción, mientras que las que prohiben algo permiten 
todas las conductas "menos esa". 
Suele señalarse también que la desobediencia civil se refiere a 
la violación de obligaciones "reales", mientras que la objeción de 
conciencia versa sobre obligaciones "personales". 
5. ¿PARA QUÉ? En cuanto a la "finalidad" perseguida, es 
muy útil trazar la distinción entre la oposición a un deber im-
puesto por la norma "en abstracto" y la oposición o inmunidad a 
la ley "en determinada circunstancia" que nos afecta personal-
mente. El objetor de conciencia es el menos exigente de los 
resistentes, pues lo que busca es una excepción en la aplicación 
de la ley, mientras que el desobediente civil se opone a la 
existencia misma de la ley cuestionada. 
En cierto modo la diferencia es semejante a la que presentaba 
Kant entre la "negación" de la ley y la mera "desviación" o 
elusión de la misma. Mientras en la desobediencia civil estamos 
ante el primer supuesto, la objeción de conciencia se acoge más 
bien al segundo. Como institución aceptada por el Derecho mo-
derno, el propósito de la objeción de conciencia no puede 
concretarse en una negación frontal de las normas jurídicas, por 
ser una contradicción, sino en la exigencia de una excepción 
justificada de la obediencia a las mismas. A diferencia de la 
desobediencia civil, que se propone educar al público y realizar 
un cambio jurídico-político, la objeción se limita a una exención 
privada, a "lavarse las manos" personalmente. 
La objeción de conciencia constituye una actuación aislada, 
defensiva e incluso negativa, encaminada sólo a que el actor no 
haga nada que su conciencia le prohiba, mientras que la desobe-
diencia civil es ofensiva, positiva y se orienta a un cambio del 
programa político por considerarlo inmoral, perjudicial o bien 
simplemente torpe y estúpido. 
El objetor de conciencia no aspira, como el que desobedece 
civilmente, a modificar la ley en cuestión, sino que se circuns-
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cribe a su caso particular. La objeción de conciencia no es ni una 
táctica ni una estrategia política, sino una actitud personal, pues 
su significado se agota en su propia exteriorización. Mientras el 
desobediente civil desobedece para que progrese la legislación 
general, el objetor no. Se trata de una decisión que no transpone 
los límites del ámbito estrictamente personal y que no pretende 
más que la paz del individuo con las raíces de su yo. 
Una actitud es la de quien en nombre de su conciencia adopta 
una postura de disconformidad, que no busca ni la publicidad ni 
la suma de adhesiones, precisamente porque no pretende incidir 
en el ámbito político, y otra diferente la de quien diseña una 
estrategia de desobediencia orientada a despertar el interés de la 
opinión pública y a obtener el favor de terceros. En la objeción de 
conciencia las normas que se incumplen se rechazan sólo en 
cuanto nos afectan personalmente y no porque se quieran supri-
mir en general 10. El fin no es tanto modificarlas como no parti-
cipar en ellas. Se rehusa su cumplimiento porque son injustas más 
que para que dejen de serlo11 . 
Analizadas las semejanzas y diferencias entre las nociones 
de desobediencia civil y objeción de conciencia, a continuación 
vamos a referirnos muy brevemente a otra figura que se encuentra 
estrechamente relacionada con ellas. Me estoy refiriendo a la 
insumisión. Como cuestión previa, es preciso dar un concepto 
instrumental de lo que normalmente se entiende por insumisión. 
10. José María RODRÍGUEZ PANIAGUA, "La desobediencia civil", en Re-
vista Española de Derecho Constitucional, n° 5, año 2, mayo-agosto 1982, 
pág 97. 
11. Juan Claudio ACINAS, "Sobre los límites de la desobediencia civil", en 
Sistema, 97, julio 1990, pág. 103. El objetor de conciencia no persigue la quie-
bra del sistema político o un cambio legislativo, sino la simple excepción o 
exención de la obligatoriedad de cierta norma o normas jurídicas en lo que a él 
afecta. En la desobediencia civil el desobediente desciende a la "arena" política 
a luchar por sus ideales; el objetor permanece en su. torre de marfil -si bien es 
cierto que realiza la prestación social sustitutoria- esperando inmunidad, pero 
sin luchar por la transformación del sistema cara a otros sujetos. 
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Entendemos por insumisión "la acción colectiva llevada a cabo 
por el Movimiento de Objeción de Conciencia (MOC), situable 
entre los diversos movimientos alternativos existentes en nuestro 
país, a través de la cual se rechaza tanto el cumplimiento del 
servicio militar, como el de la prestación social sustitutoria". 
La insumisión podría calificarse como "la desobediencia ci-
vil12 indirecta a la ley de objeción de conciencia". Hablamos de 
desobediencia civil "indirecta" en la insumisión, porque en ella, a 
través del incumplimiento de la prestación social sustitutoria, se 
está protestando en definitiva, indirectamente, contra la obliga-
ción de realizar el servicio militar. La llamada insumisión es por 
tanto la negativa a cumplir la prestación social sustitutoria como 
modo de expresar la protesta contra el servicio militar de la que 
trae causa. Es difícil tratar de explicar la negativa a los deberes en 
los que consiste la prestación social sustitutoria, como son el 
auxilio a toxicómanos o ancianos y, por eso el juez -por ejemplo 
en la sentencia 75/92 del Juzgado de lo Penal número 4 de 
Madrid, de 3 de febrero de 19921 L insiste en señalar que "la 
12. De la opinión de que la insumisión es una forma de desobediencia 
civil, A. RUIZ-MIGUEL, Leyes y sentencias erróneas, cit., pág. 146-147. Frente 
a esta opinión, G. LANDROVE DÍAZ, Objeción de conciencia, insumisión y 
Derecho Penal, Barcelona, Tirant lo Blanch, 1992, pág. 80. 
13. En dicha sentencia, en el fundamento de Derecho segundo se afirma 
expresamente: "El acusado no objeta el cumplimiento del servicio militar obli-
gatorio (con independencia de que en su momento ejerciera el derecho de 
objeción de conciencia regulado en la Ley 49/1984, de 26 de diciembre) sino la 
existencia misma de dicho servicio ... Sucede además, que esta postura -como 
luego se dice, más incómoda que su contraria- demuestra la generosidad del 
planteamiento, pues el logro que con ella pretende alcanzar el acusado no lo es 
para sí (él ya está exonerado de cumplir el servicio militar), sino para otros ... e) 
Este imperativo de conciencia llevó al acusado a integrarse, como ha quedado 
demostrado por los medios antes expuestos, en un colectivo de personas a las 
que corresponde la calificación de desobedientes civiles, pues en sus actos 
concurren las características que la doctrina considera indispensables para que 
un acto sea desobediencia civil. En efecto, sus actos -de los que es expresivo el 
ejemplo enjuiciado- son ilegales, pues violan unas leyes; públicos, ya que 
tratan de hacerlos llegar al mayor número de personas; voluntarios y determi-
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insurrusIOn se dirige contra la existencia misma del servIcIO 
militar, no contra el deber de prestarlo ni, mucho menos, contra el 
deber concreto de la prestación social... esto significa que nos 
hallamos ante una desobediencia civil indirecta, es decir, una 
desobediencia en la que se incumple una norma, en principio 
indiferente desde el punto de .vista moral, con el propósito de 
protestar y en definitiva derogar otra norma o política guberna-
mental que se considera injusta"14. 
II. LIBERTAD IDEOLÓGICA Y OBJECIÓN DE CONCIENCIA 
Delimitado así el concepto de objeción de conciencia, frente a 
los conceptos conexos de desobediencia civil e insumisión, res-
pectivamente, 'nos encontramos ya en situación de abordar el 
tema central de este artículo: la libertad ideológica y su relación 
con la objeción de conciencia. Se trata de nociones que están 
conectadas a través de una doble vía: 
En primer lugar, la articulación de la objeción de conciencia 
"en general" como forma de ejercicio del derecho "fundamental" 
a la "libertad ideológica". Aquí analizaremos la regulación de la 
cuestión en el Derecho positivo tanto en el Derecho interno espa-
ñol, en el que se pasará revista a algunos de los principales 
problemas que plantea, como en el Derecho internacional. 
En segundo término, la articulación de la objeción de concien-
cia "al servicio militar" -forma típica de objeción de conciencia-, 
como derecho positivo pero "no" fundamental, del artículo 30.2 
de la Constitución española de 1978. Será entonces cuando nos 
remitiremos a la principal doctrina jurisprudencial al respecto, 
nados por convicciones políticas y morales; no violentos y clara e intencio-
nadamente dirigidos a la derogación de una ley, o al cambio de un programa o 
de una política gubernamental". 
14. Luis PRIETO SANCHÍS, "Insumisión y libertad de conciencia", en 
VV AA, Ley Y conciencia ... , op. cit., págs. 128-130. 
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tanto la del Tribunal Constitucional español, como la jurispruden-
cia norteamericana en la materia. 
Pasamos ya, sin más dilación, a desarrollar ambas cuestiones. 
1. Vía primera: la articulación de la objeción de conciencia en 
general como una forma de ejercicio del derecho fundamental 
a la libertad ideológica y de conciencia. La regulación en el 
derecho positivo 
1.1. Regulación en el derecho interno español 
La objeción de conciencia se entiende como la negativa a 
cumplir lo ordenado por una norma jurídica en base a lo ordenado 
por la propia conciencia. De ahí que en la objeción de conciencia 
se produzca una doble vertiente: por un lado la infracción de la 
ley, la ilegalidad, y, por otro, la legitimidad, su justificación en 
motivos de conciencia. Estamos, a la postre, ante el problema 
crucial de si toda la legalidad es justa, si las exigencias de 
legalidad y legitimidad van siempre a la par en el Derecho y de 
qué debe hacerse en caso de que haya antinomias entre lo orde-
nado por la norma y los mandatos de nuestra conciencia. 
No obstante, una cosa es reconocer la posibilidad de existencia 
de conflictos entre la ley y la conciencia y la posibilidad de la 
objeción de conciencia en base al principio de libertad ideológica 
-consagrada en el ordenamiento jurídico español en el artículo 
16.1 de la Constitución de 1978: "Se garantiza la libertad ideo-
lógica, religiosa y de culto de los individuos y las comuni-
dades .. . "- y otra, muy distinta reconocer sin más un derecho 
general a la objeción de conciencia derivado de dicho artículo 
16.1. Ello conduciría a poner en duda el carácter heterónomo 
-impuesto desde fuera del propio individuo, frente al carácter 
autónomo de la Moral- e imperativo -coactivo, coercitivo e 
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inexorable- del propio Derecho, dotando de un gran subjetivismo 
la interpretación y aplicación del mismo -en la misma línea que 
el protestantismo introdujo un gran relativismo en la interpre-
tación de las Sagradas Escrituras-, en contra del postulado del 
artículo 9.1 de nuestra Constitución: "Los ciudadanos y los 
poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico". De ahí que esta vía de entrada de la 
objeción de conciencia como forma de ejercicio de un derecho 
fundamental, el de libertad ideológica, sea cada vez menos 
seguida por el Tribunal Constitucional. 
Alguien podría pensar que no es precisa la articulación de la 
objeción de conciencia a través del derecho fundamental a la 
libertad de conciencia, pues la objeción ya tiene un reconoci-
miento expreso en la Constitución española de 1978 -artículo 
32.2-15. ¿Qué necesidad habría, pues, de recurrir a esta vía 
tangencial si hay ya un cauce directo reconocido positivamente a 
través del cual ejercitarla? No obstante, aunque se hable de 
reconocimiento por el Estado o el ordenamiento jurídico de la 
objeción de conciencia, dicho reconocimiento no se refiere a la 
objeción de conciencia en sentido amplio, lo cual supondría 
renunciar al carácter obligatorio del Derecho. Ese concepto am-
plio incluiría todo tipo de objeción de conciencia, ya sea al 
servicio militar, al pago de impuestos, a las prácticas abortivas 
-en materia de aborto puede verse, por ejemplo, la STC 53/1985, 
15. Sobre el tema, ver Francisco Javier PELÁEZ ALBENDEA, La objeción 
de conciencia al servicio militar en el Derecho positivo español, Madrid, 
Ministerio de Justicia, Centro de Publicaciones, 1988. Xavier RIUS, La obje-
ción de conciencia. Motivaciones, historia y legislación actual, Barcelona, 
Integral, 1988. Juan Carlos ROIS - Maximino DE DIEGO PÉREZ, "La represión 
de la objeción de conciencia", en El País, miércoles 1 de octubre de 1986, pág. 
28. Gustavo SUÁREZ PERTIERRA, "La objeción de conciencia al servicio 
militar en España", en Anuario de Derechos Humanos, Instituto de Derechos 
Humanos, Facultad de Derecho, Universidad Complutense de Madrid, 1990, 
págs. 89-111 . 
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de 11 de abril-, etc l6. Por el contrario, lo que el artículo 30.2 de 
la Constitución española reconoce es la objeción de conciencia en 
sentido estricto o técnico, como negativa al servicio militar 
obligatorio, armado o no, en sí o como instrumento conexo con la 
guerra en general o con una guerra determinada 17. 
Por eso es preciso abrir un cauce más amplio para la objeción 
de conciencia, especialmente para la no militar, pero incluso "a 
mayores" para ésta. El camino ensayado suele ser el ejercicio de 
un derecho, de carácter fundamental, como la libertad ideológica 
y de conciencia. ¿Pero está bien utilizada aquí la conjunción "o" 
o sería mejor emplear la conjunción copulativa "y"? ¿Son la 
libertad de conciencia y la libertad ideológica conceptos equiva-
lentes? Y, si no, ¿cuál es más amplio? 
A. Distinción entre libertad de conciencia y 
libertad ideológica 
En efecto, se suele citar como derechos fundamentales a la 
hora de amparar constitucionalmente la objeción de conciencia, la 
llamada libertad ideológica, libertad de pensamiento o libertad de 
opinión, que en la Constitución española está recogida en el 
artículo 16, cuyo punto 1 establece que "se garantiza la libertad 
ideológica y de culto de los individuos y las comunidades, sin 
más limitación en sus manifestaciones, que la necesaria para el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley". Se trata 
16. Otras formas de objeción, entendida ésta en sentido amplio, no limi-
tado al servicio militar, serían, por ejemplo: la objeción al juramento o a rendir 
culto a los símbolos políticos o a la bandera -"flag salute cases" de EEUU-; la 
objeción al calendario laboral por no respetar las festividades de la propia 
religión; la negativa de un budista a cumplir la normativa penitenciaria sobre 
afeitado de la barba; o la objeción de un hindú a llevar casco al conducir una 
motocicleta, porque ello le impide el uso del turbante. 
17. F. AMÉRIGO CUERVO-ARANGO, La objeción de conciencia al ser-
vicio militar: especial referencia al Derecho español, cit., pp. 12-13. 
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de un concepto próximo al de libertad de conciencia que se 
recoge en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948 y demás instrumentos internacionales, así como en algunas 
constituciones internas, tales como la Ley Fundamental de Bonn 
de 1949. No obstante son muchas las constituciones que, como la 
italiana de 1947 y la española de 1978, no reconocen expresa-
mente la libertad de conciencia y, en su lugar, utilizan conceptos 
afines, como los de libertad de pensamiento o libertad ideológica. 
No obstante, en puridad, la libertad de conciencia es un concepto 
que se diferencia, no sólo de la libertad religiosa, sino sobre todo 
de la genérica libertad de pensamiento, pues mientras ésta se 
limita al aspecto teórico, de formación del pensamiento, la liber-
tad de conciencia se configura como una libertad práctica, que 
abarca también la libertad de "actuar" según dicha conciencia18. 
El artículo 16.1 de la Constituci6n de 1978 reconoce junto a la 
libertad ideológica la libertad religiosa. De ahí que la objeción de 
conciencia no sólo pudiese limitarse a los motivos religiosos, sino 
que englobaba al completo la libertad de pensamiento19. 
Hemos dicho que la objeción de conciencia en sentido amplio 
puede legitimarse a través del ejercicio del derecho fundamental a 
la libertad ideológica. Decimos legitimarse -concepto éste que se 
incardina en el plano de los valores, de la justicia-, pero po-
dríamos añadir que además de esto dicha vía legaliza -noción 
18. M. GASCÓN ABELLÁN, "Notas sobre la existencia de un posible dere-
cho general a la desobediencia civil", en Macía, R. (ed.), Obligatoriedad y 
Derecho, op. cit, pág. 282. 
19. M. GASCÓN ABELLÁN, Obediencia al Derecho y objeción de con-
ciencia, op. cit., págs. 256 y ss. Cabe apreciar una evolución desde un primer 
momento en que el fundamento de la objeción de conciencia reside en motivos 
exclusivamente religiosos, hasta la aceptación, más allá de lo estrictamente 
religioso, de la fundamentación ética en sentido amplio. Hay una evolución 
desde el mero respeto por la religión hasta la tutela de la conciencia, un 
proceso de secularización, en suma, que hace que en principio se amplíen los 
motivos potenciales para objetar, lo cual sería un argumento -si bien cuanti-
tativo, más que cualitativo-- a favor del reconocimiento de un derecho general a 
la objeción de conciencia. 
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ubicada más propiamente en el nivel de las normas, de lo 
formalmente correcto- la objeción de conciencia a través de una 
figura concreta: la eximente de actuación en el ejercicio legítimo 
de un derecho. Pero ello sería "a fortiori", como "remate penal" 
de una figura constitucional que es el ejercicio de los derechos 
fundamentales, pues para eso están, para ser ejercitados. V amos a 
examinar con algo más de detenimiento el juego que podría dar 
esta eximente en el caso de la objeción de conciencia quefun-
ciona a través de la libertad ideológica, del ejercicio de ésta. 
B. ¿Es posible la aplicación de la eximente de actuación en el 
ejercicio legítimo de un derecho? 
De acuerdo con el artículo 20.7° del Código penal actualmente 
vigente en España está exento de responsabilidad criminal "el que 
obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un 
derecho, oficio o cargo". 
Hay quien ha dicho que esta mención separada de los deberes, 
los derechos, los oficios y los cargos podría simplificarse en una 
sola categoría -el ejercicio legítimo del derecho-, en la cual ten-
drían acogida las otras dos situaciones. Esto es cierto, pero sólo 
hasta cierto punto. 
El "cumplimiento de un deber" y el "ejercicio legítimo de un 
derecho" difieren por el objeto en un doble aspect020: mientras el 
primero, el deber jurídico, es de obligado cumplimiento y deriva 
del Derecho con mayúscula, del Derecho objetivo; el segundo, el 
derecho subjetivo, es por esencia de libre ejercicio, y se refiere al 
derecho con minúscula o derecho como facultad. 
20. Gonzalo QUINTERO OLIVARES (con la colaboración de Fermín 
MORALES PRATS y Miguel PRATS CANUT): Curso de Derecho Penal. Parte 
general. (Acorde con el nuevo Código penal de 1995), Barcelona, Cedecs Edi-
torial, 1996, págs. 377-378. 
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Por otra parte, el "ejercicio legítimo de un derecho" se dife-
rencia del "ejercicio legítimo de un oficio o cargo" por el distinto 
"sujeto" cuya acción se regula. El primer caso, de derechos, tiene 
como destinatarios potenciales a la totalidad de las personas 
-cualquier persona que esté en disposición de ejercitar sus dere-
chos-, mientras que en el segundo supuesto, del oficio o cargo, 
los destinatarios son sólo los que, como, por ejemplo, los fun-
cionarios públicos, hayan adquirido los derechos o facultades 
como consecuencia de su condición profesional. 
A nuestro juicio es, por lo tanto, oportuno distinguir, como 
hace el artículo 20.7° de nuestro Código penal, las tres categorías 
en cuestión: "cumplimiento de deberes, ejercicio legítimo de 
derechos, oficio o cargo". De las tres categorías la objeción de 
conciencia tendría entrada en las eximentes a través de la segunda 
de ellas: la actuación en el ejercicio legítimo de un derecho. 
La tercera situación -"ejercicio de un oficio o cargo" - no es el 
supuesto típico de la objeción de conciencia, que se refiere en 
principio a cualquier sujeto de la colectividad, y no a un grupo 
limitado, como los funcionarios públicos. Otra cosa es que luego 
la objeción de conciencia se limite a la situación de un grupo, por 
ejemplo, un médico que no cree en conciencia que deba practicar 
un aborto que como médico se le solicita, pero "prima facie" es 
incluible cualquier ciudadano. 
Podría parecer también adecuada a la objeción de conciencia la 
vía primera, de "cumplimiento de deberes", pero eso no resulta 
tan claro, porque, como señala la doctrina, los deberes a los que 
se refiere la eximente del art. 20.7° son sólo los deberes jurídicos, 
es decir, los de carácter legal o contractual, no los deberes mo-
rales, que son los relevantes en materia de objeción de conciencia. 
Centrándonos ya en la vía adecuada para dar entrada a la 
objeción de conciencia en la eximente 7a del artículo 20 del 
Código penal actual -el "obrar en el ejercicio legítimo de un 
derecho" - queremos hacer unas breves consideraciones al res-
pecto. Me referiré a la palabra del enunciado del artículo 20.7° 
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--ejercicio "legítimo" de derechos-o Aquí se puede traer a cola-
ción la distinción entre el plano de la forma y el del fondo. En 
efecto el enunciado del artículo en cuestión habla de ejercicio 
"legítimo", refiriendo el calificativo "legítimo" al sustantivo 
"ejercicio", indicando el modo, manera o forma que ha de revestir 
ese ejercicio para eximir de responsabilidad. En la objeción de 
conciencia se verifica en principio este requisito --el ejercicio del 
derecho es legítimo-, pues se emplean medios pacíficos, hay 
proporcionalidad entre los medios empleados y los fines perse-
guidos, se respeta el marco constitucional, etc. 
El artículo 20.7° no dice ejercicio de un derecho "legítimo", 
predicando el adjetivo "legítimo" del sustantivo derecho, con lo 
cual abandonaríamos los aspectos formales para adentrarnos en 
consideraciones sobre el fondo: la cuestión versaría no sobre la 
forma de ejercicio del derecho, sino sobre el fondo del contenido 
de ese derecho. Aunque si fuese así también cabría la objeción de 
conciencia pues la libertad ideológica entra también en los 
derechos legítimos. Pero, repetimos, no es el caso que se deriva 
de una interpretación literal del artículo que nos ocupa. 
Finalmente y para terminar, se podría hacer una breve preci-
sión terminológica sobre la palabra "legítimo", empleada en la 
dicción del artículo 20.7°, en el sentido de que quizás fuese más 
adecuado técnicamente hablar de ejercicio "legal" de un derecho. 
El derecho en sí puede ser "legítimo" o no, pero el modo de 
ejercicio lo que puede ser es más bien "legal", en el sentido de 
conforme a Derecho, o no. Así como sería una redundancia hablar 
de "derecho legal", así parece inadecuado hablar sobre la legiti-
midad en la forma de ejercicio. La legalidad es una cuestión 
predicable de la forma, y la legitimidad del contenido o fondo. 
Cuando hablamos de legalidad nos referimos a la conformidad 
con los cauces y procedimientos previstos "formalmente" en el 
ordenamiento jurídico; cuando aludimos a la legitimidad nos 
referimos a contenidos "materiales", a la conformidad de éstos 
con la idea de justicia. 
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C. El error de prohibición como causa de exclusión de la 
culpabilidad no aplicable en este caso 
Tradicionalmente, tanto en el Derecho penal como en otras 
parcelas jurídicas, se hablaba de dos categorías diferentes de 
error: el error "de hecho" y el error "de Derecho". La doctrina 
moderna sustituye esa distinción por la de error "de tipo" y error 
"de prohibición" respectivamente. El primero consiste en la equi-
vocación o la ignorancia sobre la concurrencia de los elementos 
fácticos constitutivos del tipo penal. El segundo es una falsa con-
ciencia del desvalor y de la prohibición de la conducta estimada 
antijurídica. Uno se incardina en el plano del ser, de los hechos; 
el otro, en el del deber ser, de las normas. Para que haya delito el 
que actúa típicamente ha de conocer no sólo la situación típica, 
sino también la tipicidad de la situación. Hay que conocer el 
delito, no sólo como hecho, sino también como hecho "anti-
jurídico" . 
De darse alguno de los dos errores arriba indicados, en la 
objeción de conciencia -refiriéndonos siempre aquí a la objeción 
de conciencia en sentido amplio, omnicomprensivo de la objeción 
al servicio militar, pero también de las demás posibles obje-
ciones, como la fiscal- el que existiría no sería el error de tipo 
-en la objeción militar, ni siquiera éste, pues hay un reconoci-
miento expreso- sino el error de prohibición. El objetor es cons-
ciente de sus actos y de que los mismos pueden en algún caso 
llegar a violar una ley. El error en dichos supuestos no es ni 
siquiera en el dato de que la conducta "esté" prohibida, sino en si 
"debe" estarlo. La situación no es sencilla. El objetor es cons-
ciente de que viola la ley, pero no la ley con mayúsculas, sino una 
ley en concreto, pero, pensando que su acción tiene cobertura 
legal a través de un segunda ley en la que se ampara la violación. 
Aquí dejamos sólo apuntado el tema. Baste ahora tener presente 
que se da un conflicto de interpretaciones entre los objetores, que 
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hablan de sus derechos, y el Estado, que lo hace en nombre del 
Derecho. 
D. Garantías de la objeción de conciencia así concebida 
dentro de los derechos fundamentales -arto 53 c.E.- y en 
un sentido amplio, no limitado a la objeción militar 
Si concebimos la objeción de conciencia de este modo, como 
forma de ejercicio de la libertad ideológica, dentro, por tanto, de 
los derechos fundamentales y en un sentido amplio, la protección 
que el artículo 53 del texto constitucional otorga a los derechos 
del artículo 14 y la sección primera del Capítulo 11, entre los que 
se encuentra el arto 16, referido a la libertad ideológica -garantía 
ejercitable por cualquier ciudadano ante los tribunales ordinarios 
por un procedimiento basado en los principios de preferencia y 
sumariedad y, en su caso a través del recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional, recurso éste que el propio artículo 53 
extiende a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30-
no se verá limitada a la objeción militar y ello tendrá conse-
cuencias importantes, si bien no para la objeción de conciencia al 
servicio militar, sí para cualquier objeción de conciencia que se 
pueda articular al amparo de la libertad ideológica. 
El derecho a la objeción de conciencia al servicio militar es un 
derecho constitucional autónomo, privilegiado en su sistema de 
protección pero no fundamental, por 10 que no requiere de Ley 
Orgánica para su desarrollo. Es cierto que el artículo 30.2 remite 
a la ley para la regulación concreta del derecho a la objeción de 
conciencia al servicio militar, que ha sido la Ley de Objeción de 
conciencia 48/1984. Sin embargo, cuando tal derecho fue ejer-
citado con anterioridad a la promulgación de esta ley, el Tribunal 
Constitucional suspendió hasta la fecha de dicha promulgación la 
incorporación a filas. 
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El artículo 30.2 dice expresamente: "la ley fijará las obliga-
ciones militares de los españoles y regulará, con las debidas 
garantías, la objeción de conciencia ... ". La expresión "con las 
debidas garantías" ha sido interpretada por nuestro Tribunal 
Constitucional como un límite al objetor para impedir un ejer-
cicio abusivo de este derecho que pudiera menguar el buen fun-
cionamiento del ejército, y, por otro lado, como límite al Estado, 
que no puede desconocer o dificultar el ejercicio de este derecho 
más allá de lo razonable. 
E. ¿Sería ésta una posible vía de entrada de una objeción del 
juez ante un fallo conforme a derecho pero contrario a su 
conciencia individual? 
La labor de aplicar e interpretar la ley en los supuestos de 
objeción de conciencia y la decisión sobre la solución a aplicar en 
su caso corresponden al aplicador e intérprete por excelencia del 
Derecho: el juez. La labor del juez está presidida por una serie de 
principios21 . 
En primer lugar se encuentra el principio de "independencia de 
los jueces". Pero la independencia judicial no quiere decir que el 
juez pueda actuar según su conciencia con total libertad, sino que 
significa que su labor debe de estar desvinculada de postulados 
políticos, éticos o económicos. 
Un segundo postulado que debe presidir la tarea del juez es el 
principio de "sometimiento al Derecho". Los jueces son indepen-
dientes, pero deben estar sometidos al imperio de la ley (a tenor 
de los artículos 9.1 -ya citado- y 117 -"La justicia emana del 
pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magis-
trados integrantes del poder judicial, independientes, inamo-
21. Seguimos la aportación de Rafael DE ASÍS ROIG, "Las tres con-
ciencias", en VVAA: Ley y conciencia: Moral legalizada y moral crítica en la 
aplicación del Derecho, cit., esp. págs. 27-31. 
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vibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la 
ley"- de la Constitución española de 1978). Esto quiere decir que 
las decisiones judiciales deben fundarse jurídicamente para 
garantizar la seguridad jurídica. No obstante, esto no impide atri-
buir al juez cierto margen discrecional de creación, pues en 
nuestros días la revuelta antiformalista ha supuesto una evolución 
del principio de legalidad que hace que la labor del juez no sea 
meramente declarativa y silogística. 
Existe, como tercer principio regulador de lo que debe ser la 
actuación judicial, lo que se conoce como "conciencia social del 
juez". El juez -el poder judicial-, como integrante del concepto 
amplio de Estado, debe representar y encamar la conciencia 
social, si bien, una vez más, dentro de los márgenes trazados por 
el ordenamiento jurídico y el principio de legalidad, al servicio de 
la certeza jurídica en las relaciones sociales. 
Hemos visto, pues, como la conciencia social, por un lado, y el 
ordenamiento jurídico, por otro, actúan como dos puntos de refe-
rencia que deben marcar la actuación del juez en la aplicación-
interpretación del Derecho en general. Pero, nos queda un tercer 
factor a tener en cuenta en este análisis de los principios que 
presiden la labor judicial: la conciencia individual. El juez, aun-
que represente al Estado y sirva al Derecho, en cuanto ser indi-
vidual tiene una conciencia personal de la que no puede renegar. 
¿Cuál es el papel de la conciencia individual en la tarea del juez? 
0, en otras palabras ¿existe un derecho del juez a la objeción de 
conciencia? ¿Puede el juez, ante un caso concreto objetar en 
conciencia contra la ley a aplicar por considerar, por ejemplo, 
excesiva la pena a imponer? ¿Puede ampararse el juez en la 
libertad ideológica para objetar en conciencia? 
A continuación nos vamos a referir a algunas vías 'judiciales a 
través de las cuales el juez puede eximirse de cumplir la ley 
objetando en conciencia. Hacemos la salvedad de que al hablar 
aquí de objeción de conciencia del juez estamos manejando estos 
términos en un sentido un tanto impropio, distinto, por ejemplo, a 
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como lo haríamos al hablar de la objeción de un recluta a realizar 
el servicio militar o de un médico a practicar un aborto. Teniendo 
en cuenta esta precisión técnica, pasamos sin más preámbulos al 
análisis de las tres posibles vías de objeción del juez a la ley. 
Un primer cauce de actuación del juez que en conciencia 
considera injusta la ley a aplicar es "inhibirse y remitir a otro 
miembro del poder judicial". Esta vía es en principio posible, 
aunque, repetimos, no se llame técnicamente objeción. En este 
sentido el artículo 4.3 del Código penal español de 1995 establece 
que: "Del mismo modo acudirá al Gobierno exponiendo lo con-
veniente sobre la derogación o modificación del precepto o la 
concesión de indulto, sin perjuicio de ejecutar desde luego la 
sentencia, cuando de la rigurosa aplicación de las disposiciones 
de la Ley resulte penada una acción u omisión que, a juicio del 
Juez o Tribunal, no debiera serlo, o cuando la pena sea notable-
mente excesiva, atendidos el mal causado por la infracción y las 
circunstancias personales del reo". 
Otra posible vía de actuación del juez ante un caso que según 
su conciencia considera legítimo, sería "dictar una resolución 
conforme a su conciencia, pero contraria a Derecho". Esta se-
gunda solución parece en principio más difícil de admitir que la 
anterior, pues el juez es un funcionario público con una obli-
gación de obediencia cualificada. A menos, y esto sería ya rizar el 
rizo, que contraargumentemos diciendo que el juez puede dictar 
una resolución contraria a Derecho pese a ser un funcionario 
público sometido en el ejercicio de su función a la ley porque 
puede objetar también ante esa ley -en este caso, como hemos 
visto, ante la propia Constitución- que establece los términos y 
límites en el ejercicio de su función. Pero, decimos, esto parece 
excesivo porque sería quebrar uno de los principios constitucio-
nales básicos del propio Estado de Derecho: el principio de 
legalidad. 
Finalmente, el juez enfrentado a una ley a su juicio injusta que 
le obliga a castigar muy severamente a alguien puede optar por 
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una tercera vía de actuación: "utilizar las causas de abstención" 
previstas en la ley. Nuestro ordenamiento jurídico concede al juez 
la posibilidad de abstención, sin esperar a que se le recuse, por 
cualquier causa legalmente tasada, siempre que motive la 
abstención para evitar actuaciones irreflexivas, pudiendo dicho 
juez ser objeto de corrección disciplinaria, cuando su abstención 
no se encuentre suficientemente justificada. En el ordenamiento 
jurídico español una de las causas legales de abstención y, en su 
caso, de recusación es la de la amistad íntima o la de "tener el 
juez interés directo o indirecto en el pleito o causa". Es a través 
del concepto de interés directo o indirecto en el pleito como tiene 
entrada la posibilidad de objeción en conciencia del juez en un 
caso en que la ley le parezca injusta. El juez podría así argu-
mentar que posee un interés directo o indirecto en la causa, al 
estar en conciencia en desacuerdo con el sentido de la norma. 
Esta tercera vía, de la abstención, es lo más parecido a una obje-
ción de conciencia del juez ante un caso cuya resolución confome 
a Derecho le parezca injusta. 
1.2. Regulación en el derecho internacional 
En cualquier caso el derecho a actuar en conciencia, a traves 
de la vía del ejercicio de la libertad ideológica -vía aquí analizada 
en primer lugar- tiene ciertos límites, como el respeto al orden 
público y los que impone el Derecho internacional -que entra en 
juego a través del artÍCulo 10.2 de la Constitución española-, más 
en concreto, el artículo 9 del Convenio Europeo para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y de las Libertades Funda-
mentales, que limita la exteriorización de la conciencia a través 
de la expresión o la conducta cuando sea necesario "en una 
sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del 
orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los 
derechos o las libertades de los demás". 
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El Derecho positivo internacional en el que se pueden amparar 
los actos de objeción de conciencia vendría constituido por 
aquellas declaraciones y tratados internacionales en los que está 
recogida la libertad ideológica y de conciencia. Entre ellos cabe 
citar en primer lugar la Declaración Universal de Derechos del 
Hombre de 10 de diciembre de 1948 cuyo preámbul022 y cuyo 
artículo 18 reconocen, respectivamente, la existencia de un 
derecho a rebelarse contra la autoridad ilegítima y de un derecho 
a la libertad ideológica y de conciencia. Por otro lado, siguiendo 
la idea marcada por la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 16 de diciembre de 1966 vuelve a incidir en 
el carácter fundamental del reconocimiento de la libertad 
ideológica y de conciencia. En la misma línea se encuentra el 
artículo 9 del" Convenio Europeo sobre Protección de los Dere-
chos del Hombre y las Libertades Fundamentales de 4 de no-
viembre de 1950. Asimismo el Parlamento Europeo en resolución 
de 7 de febrero de 1983, en base al citado artículo 9, "reitera que 
el derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión es 
un derecho fundamental". Igualmente interesantes, y referidas en 
sentido estricto a la objeción de conciencia, son aplicables la 
Resolución del Parlamento Europeo de 11 de octubre de 1989 y el 
Informe de 3 de diciembre de 1993 de la Comisión de Libertades 
Públicas y de Asuntos Interiores del Parlamento Europeo sobre la 
22. Dice literalmente el Preámbulo de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos: "Recognition of the inherent dignity and of the equal and of the 
inalienable rights of aH members of the human family is the foundation of 
freedom, justice, and peace in the world ... Disregard and contempt for human 
rights have resulted in barbarous acts which have outraged the conscience of 
mankind, and the event of the world in which human beings shall enjoy 
freedom of speech and belief and freedom from fear and want have been 
proclaimed the highest aspiration of the common people ... It is essential, if man 
is not to be compeHed to have recourse, as a last resort, to rebellion against 
tyranny and opression, that human rights should be protected by the rule of 
law". 
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Objeción de Conciencia ("subrayando una vez más que la salva-
guarda de los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales es uno de los cometidos principales de la Comunidad 
Europea tal como se afirma en el preámbulo del Tratado de 
Maastricht") . 
Se podría producir así una situación de violación de una 
disposición interna amparándose en el Derecho internacional, 
más en concreto en la libertad ideológica y de conciencia en él 
reconocidas. La verdad es que el recurso a la libertad de con-
ciencia ya está reconocido en la mayor parte de las constituciones 
o Derechos internos, por lo que el recurso a él invocando el 
Derecho internacional es, si se quiere, bizantino. Sin embargo, 
quizás dicho recurso pueda explicarse aludiendo al rango superior 
de dicho Derecho internacional sobre los Derechos internos. Pero, 
¿es esta supremacía cierta siempre? 
Con carácter general y teórico, caben básicamente tres pos-
turas en tomo a la relación entre el Derecho internacional y los 
Derechos internos, a saber, el monismo, el dualismo y el plura-
lismo jurídicos, las cuales se hallan representadas en el positi-
vismo jurídico por Kelsen, Hart y Rigaux respectivamente. Según 
el monismo jurídico, los Derechos internacional e internos for-
man un solo sistema jurídico, dándose la primacía de uno y 
consiguiente subordinación del otro o viceversa. Kelsen contem-
pla ambas posibilidades sin decantarse por ninguna, pues ello 
supondría una valoración, contraria a la pureza metódica por él 
propugnada. 
En el caso de primacía del Derecho internacional sobre los 
Derechos internos existiría primero una norma básica presu-
puesta, que conferiría validez al peldaño superior del Derecho 
internacional positivo -el Derecho consuetudinario o Derecho 
internacional general- que, a través de la regla "pacta sunt 
servanda", conferiría validez al segundo escalón de aquél -el 
Derecho convencional o Derecho internacional particular-, que 
sería la norma intermedia que confiere validez a los Derechos 
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internos, concretamente a su primera constitución histórica, a 
través del principio de efectividad, contenido en dicho Derecho 
convencional como auténtica norma internacional. Según el prin-
cipio de efectividad un gobierno independiente que controla un 
territorio y su población, constituyendo un Estado, tiene una 
constitución válida. A su vez, la primera constitución histórica 
conferiría validez a las constituciones posteriores y éstas a las 
restantes normas de los respectivos ordenamientos de rango 
jerárquico inferior a la constitución. 
En el caso de primacía del Derecho interno o nacional sobre el 
Derecho internacional la cadena de validez partiría también de la 
norma básica presupuesta -"Grundnorm"-, que confiere validez 
al Derecho estatal positivo, más en concreto a su constitución, 
siempre, eso sí, que ésta sea eficaz. La constitución, a su vez, 
conferirá validez al resto del Derecho interno y al Derecho inter-
nacional a través de su reconocimiento por el Estado soberano. 
Hart defiende el dualismo jurídico en la relación entre el De-
recho internacional y los Derechos nacionales, de tal modo que 
estos no se encontrarían subordinados uno al otro, sino que for:-
marían sistemas paralelos, al modo que ocurre entre el Derecho y 
la Moral. 
Frente a este monismo y dualismo, Fran~ois Rigaux, seguido 
en Bélgica, entre otros, por Fran~ois Ost y Michel van de 
Kerchove sostienen la hipótesis pluralista. Existirían una plura-
lidad de ordenamientos llenos de interacciones cruzadas entre sí. 
Esta hipótesis va también en contra de la existencia de una jerar-
quía lineal entre los Derechos nacionales y el Derecho inter-
nacional. 
Si aplicamos estas teorías generales sobre la relación existente 
entre los Derechos internos y el Derecho internacional al caso 
concreto de la objeción de conciencia, que nos ocupa, en el 
Derecho español encontramos un artÍCulo clave. Se trata del 
artÍCulo 10. 2 de la Constitución española de 1978. Según dicho 
precepto: "Las normas relativas a los derechos fundamentales y a 
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las libertades públicas que la Constitución reconoce se interpre-
tarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mis-
mas materias ratificados por España". Este artículo se encuentra 
en relación con el artículo 96 del mismo cuerpo legal, en cuyo 
apartado primero se establece que "los tratados internacionales 
válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en 
España, formarán parte del ordenamiento interno". 
Estos preceptos, especialmente el segundo, hacen recordar el 
modelo de Kelsen en su variante segunda -monismo jurídico, con 
subordinación del Derecho internacional a los Derechos nacio-
nales-, pues exige el reconocimiento interno del Derecho inter-
nacional por el Derecho nacional para formar parte de él. Así 
pues, el Derecho internacional -yen él las declaraciones y 
acuerdos internacionales reconocedores de la libertad de concien-
cia- tendría una validez y rango jerárquico subordinado a la 
Constitución -a sus artículos 10.2 y 96 -a través del trámite de su 
publicación en el B.O.E., y vienen así a ratificar la libertad de 
ideológica, reconocida constitucionalmente. No obstante esta 
afirmación es sólo válida a medias. El Derecho internacional 
estaría subordinado a la Constitución, sÍ, pero no al resto del 
ordenamiento jurídico interno y por tanto tampoco a la hipotética 
norma violada por el acto de objeción de conciencia. Por lo tanto, 
en caso de antinomia entre una norma o ley interna, violada por 
un objetor de conciencia, y el Derecho internacional defensor de 
la libertad de conciencia, primaría éste. Por ello podríamos 
amparar la objeción de conciencia en una norma de Derecho 
internacional. La cuestión no sería del todo irrelevante, pues la 
libertad ideológica, como hemos visto, se refiere a la formación 
del pensamiento mientras que la libertad de conciencia es más 
amplia y abarca también la actuación con arreglo a esa concien-
cia. Por tanto el ámbito defendido por el Derecho internacional 
-libertad de conciencia- sería más amplio que el cubierto· por la 
ley española interna -que en una interpretación literal del artículo 
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16.1 de la Constitución se referiría en principio sólo a la libertad 
ideológica-o 
Por otro lado hay que señalar que, aunque el precepto 10.2 y el 
96 de la Constitúción española de 1978 parezcan aludir en 
materia de objeción de conciencia al modelo kelseniano en la 
segunda vertiente vista, con carácter general cualquiera de los 
otros modelos -el Kelseniano en su primera vertiente, el dualista 
y el pluralista- conducirían a la misma conclusión de tener en 
cuenta el Derecho nacional, en concreto en España la Constitu-
ción de 1978 reconocedora de una serie de derechos y libertades, 
entre ellos la libertad ideológica. De esta manera, el Derecho 
internacional ratificaría en la parte común -libertad ideológica- y 
completaría en el aspecto práctico no común -como libertad de 
obrar en conciencia- el Derecho nacional, pero invirtiéndose la 
jerarquía -modelo kelseniano en la primera vertiente-, siendo 
paralelos -modelo hartiano- o produciéndose una serie de cruces 
e interacciones en todos los sentidos -hipótesis pluralista-. 
2. Vía segunda: la articulación de la objeción de conciencia al 
servicio militar como derecho positivo pero no fundamental 
-arto 30.2 c.E.-. La doctrina jurisprudencial en la materia 
2.1. Doctrina del Tribunal Constitucional español 
Como es sabid023 : nuestras leyes penales consideraban como 
delito la "negación a la prestación del servicio militar". Fue la 
23. Fernando GARRIDO FALLA, Prólogo a nuestro libro ya citado: La 
desobediencia civil, op. cit., págs. 11 y 12. Sobre el tema, ver también: Javier 
DE LUCAS - Ernest VIDAL - María José AÑÓN, "La objeción de conciencia 
según el Tribunal Constitucional: algunas dudas razonables", en Revista Ge-
neral de Derecho, n° 520-521, febrero 1988, págs. 81-93. Juan Ramón 
CAPELLA - José Luis GORDILLO - José Antonio ESTÉVEZ ARAUJO, "La 
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Ley de 19 de diciembre de 1973 la primera que "rebajó" el rigu-
roso sistema anteriormente existente, al admitir que, una vez 
cumplida la condena impuesta por el delito, el penado quedaría 
excluido de cumplir "además" el servicio militar, "excepto en 
caso de movilización por causa de guerra o declaración de gue-
rra". Pero el primer paso en el reconocimiento de la objeción de 
conciencia se produce, ya iniciada la transición democrática, con 
el Real Decreto 3001/1976, de 23 de diciembre, que admitió la 
exención del servicio militar por razones u objeciones de con-
ciencia, aunque limitadas a las de "carácter religioso". Como es 
sabido, el paso definitivo se da con el reconocimiento de la obje-
ción de conciencia que se contiene en el arto 30.2 de nuestra 
Constitución, en cuyo desarrollo se dicta la Ley 48/1984, pri-
mero, y la Ley Orgánica 8/1984, después. 
Pues bien, la primera de dichas leyes fue impugnada por el 
Defensor del Pueblo ante el Tribunal Constitucional, dando lugar 
a la STC 160/1987, cuya doctrina puede resumirse así: 
objeción de conciencia ante el Tribunal Constitucional", en Diario El País, 
lunes 30 de noviembre de 1987, pág. 20. Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO, "El 
derecho a la objeción de conciencia en la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional", en Sistema, 62, 1984, págs. 19 y ss. Marina GASCÓN ABELLÁN -
Luis PRIETO SANCHÍS, "Los derechos fundamentales, la objeción de con-
ciencia y el Tribunal Constitucional", en Anuario de Derechos Humanos. 
Instituto de Derechos Humanos, Facultad de Derecho, Universidad Com-
plutense de Madrid, 1988-1989, págs. 97 y ss. A. DE ALFONSO, "El Tribunal 
Constitucional y la objeción de conciencia", en Revista Jurídica de Cataluña, 
n° 1, 1983, págs. 209-215. Daniel BASTERRA MONSERRAT, "El Tribunal 
Constitucional y la objeción de conciencia sobrevenida", en Anuario de Dere-
cho Eclesiástico del Estado, vol. IV, 1988, págs. 487 y ss. CUADERNOS PAR-
LAMENTARIOS. GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA, n° 8, La objeción 
de conciencia, Madrid. 1983. Angela FIGUERELO BURRIEZA, "Garantías para 
la protección del derecho a la objeción de conciencia: la derogación del artículo 
45 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional", en Revista de Estudios 
Políticos, n° 45, 1988, págs 213 y ss. Miguel FORASTER SERRA, "Protección 
jurisdiccional del derecho a la objeción de conciencia al servicio militar", en 
Revista Española de Derecho Administrativo, n° 46, 1986, págs. 189 y ss. 
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1°. Tal derecho constituye una excepción al cumplimiento de 
un deber general solamente permitida por el arto 30.2, en cuanto 
que sin ese reconocimiento constitucional no podría ejercerse el 
derecho, ni siquiera al amparo del de libertad ideológica o de 
conciencia -art. 16 C.E.-, que, por sí mismo, no sería suficiente 
para liberar a los ciudadanos de deberes constitucionales o 
"subconstitucionales" por motivos de conciencia, con el riesgo 
anejo de relativizar los mandatos jurídicos. Es justamente su 
naturaleza .excepcional -derecho a una exención de la norma ge-
neral, a un deber constitucional, como es la defensa de España-, 
lo que. lo caracteriza como derecho constitucional autónomo, pero 
no fundamental, y lo que legitima al legislador para regularlo por 
ley ordinaria "con las debidas garantías", que, si por un lado son 
debidas al objetor, vienen asimismo determinadas por las exi-
gencias defensivas de la comunidad, como bien constitucional. 
2°. Según ha afirmado ya este Tribunal (STC 15/1982 de 23 
de abril) el derecho a la objeción no consiste fundamentalmente 
en la garantía jurídica de la abstención de una determinada con-
ducta -la del servicio militar-, sino que ese derecho introduce una 
excepción que ha de ser declarada efectivamente existente en 
cada caso, y ello es debido a que éste no es un derecho incondi-
cionado, debiendo el objetor someterse a un determinado procedi-
miento, pues no es un derecho que se satisfaga con la mera exis-
tencia del dato de conciencia. 
Hay que destacar que en la citada doctrina jurisprudencial se 
desliga cuidadosamente el derecho de objeción de conciencia 
frente al servicio militar, que se configura exclusivamente como 
una causa de exención del servicio militar obligatorio, de la liber-
tad ideológica, doctrina que se reitera en jurisprudencia más 
reciente. Así, en la STC 321/1994, de 28 de noviembre, se lee: 
"Como en varias ocasiones ha declarado este Tribunal -SSTC 
15/1982, 101/1983, 160/1987, 1227/1988-, el derecho a la liber-
tad ideológica reconocido en el arto 16 C.E. no resulta suficiente 
para eximir a los ciudadanos por motivos de conciencia del cum-
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plimiento de deberes legalmente establecidos, con el riesgo apare-
jado de relativizar los mandatos legales. Por ello, el derecho a ser 
declarado exento del servicio militar no deviene directamente del 
ejercicio de la libertad ideológica, por más que se encuentre 
conectado con el mismo, sino tan sólo de que la Constitución, en 
su arto 30.2, expresamente ha reconocido el derecho a la objeción 
de conciencia, referido únicamente al servico militar y cuyo ejer-
cicio supone el nacimiento del deber de cumplir la prestación so-
cial sustitutoria, sistema que permite al objetor cumplir los obje-
tivos de la norma de servir a la comunidad salvaguardando sus 
íntimas convicciones" -STC 160/1987-. No puede, por tanto, el 
recurrente justificar su negativa al cumplimiento de la prestación 
sustitutoria ni apelando a la libertad ideológica, ni mediante el 
ejercicio de la objeción de conciencia, derecho que la Consti-
tución refiere única y exclusivamente al servicio militar. 
Hay que recordar, sin embargo, que la discrepancia respecto a 
la citada doctrina oficial se manifestó de forma expresiva en el 
voto particular formulado por el Magistrado de la Vega Benayas, 
con motivo precisamente de la citada STC 160/1987, en el que, 
entre otras cosas, afirma: "El derecho a la objeción de conciencia 
es un derecho constitucionalmente reconocido -arto 30 en relación 
con el 53.2 de la C.E.- que participa de la naturaleza de derecho 
fundamental, 'per se', es decir, como categoría autónoma, relacio-
nado con el derecho de libertad ideológica -art. 16.1-". 
Puede apreciarse una evolución en la naturaleza jurídica reco-
nocida a la objeción de conciencia por el Tribunal Constitucional. 
Así en sus primeros pronunciamientos, en los que parece predo-
minar la opción por la vía primera, de la objeción de conciencia al 
servicio militar como ejercicio de un derecho fundamental a la 
libertad ideológica, del artÍCulo 16.1 de la Constitución española; 
y posteriormente la matización por el propio Tribunal Constitu-
cional de su doctrina, al considerar el derecho a la objeción de 
conciencia al servicio militar como una excepción a la regla gene-
ral, a reconocer caso por caso, siendo sólo así, y no por la com-
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puerta amplia de la libertad ideológica, que dicha objeción militar 
tiene cabida en nuestro ordenamiento jurídico. Otra cosa es que la 
objeción en sentido amplio -al aborto, al pago de determinado 
impuesto, etc.- obtenga protección por la primera vía, y asi-
mismo, a través del recurso al argumento analógico -por analogía 
con la objeción militar-o Pero, repetimos, se trata de dos vías dis-
tintas de garantía de la objeción, que se delimitan, como hemos 
intentado dejar claro en este trabajo, tanto en el objeto -objeción 
en sentido amplio u objeción al servicio militar- como en el tiem-
po -primera línea jurisprudencial del Tribunal Constitucional o 
líneas jurisprudenciales posteriores- y en la naturaleza jurídica 
-ejercicio de un derecho fundamental genérico a la libertad ideo-
lógica o por analogía, o bien, derecho no fundamental, concreto y 
positivo, pero a interpretar restrictivamente o, al menos, caso por 
caso. 
2.2. La respuesta en la jurisprudencia norteamericana 
En EEUU, como uno de los máximos exponentes de los 
sistemas anglosajones, en los cuales el papel de la jurisprudencia, 
del precedente, es básico, frente al predominio de la base legal en 
la tradición continental, en la que se enmarca nuestro país -si 
bien es cierto que en materia de objeción de conciencia, no sólo 
antes de la promulgación de la Ley de Objeción de Conciencia, 
sino también con posterioridad la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional ha tenido un papel clave que hace cierto el afo-
rismo de que, pese a su dudoso carácter de fuente del Derecho 
"de iure", "de facto" "la ley reina, pero la jurisprudencia go-
bierna"-, existen varios casos jurisprudenciales que pueden reali-
zar algunas aportaciones a la justificación de la objeción de con-
ciencia como forma de desobediencia al Derecho. A continuación 
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vamos a comentar algunos de los principales de estos pronun-
ciamientos jurisprudenciales del Derecho americano al respecto24. 
En "United States v. Berrigan"25 los desobedientes en con-
ciencia vertieron sangre sobre las actas de reclutamiento en una 
oficina de reclutamiento en Baltimore. Entonces los objetores de 
conciencia, que aquí se asemejaban bastante a verdaderos deso-
bedientes civiles -pues no se circunscribían a sus casos particu-
lares, sino que pretendían un cambio general de la política del 
gobierno- esperaron sentados a ser arrestados. Fueron juzgados y 
condenados por producir daños a la propiedad de los EEUU. El 
tribunal que en principio se ocupó del caso se opuso al requeri-
miento de los desobedientes de presentar el testimonio de los 
expertos que establecería que la intervención de los Estados Uni-
dos en Vietnam era "ilegal", en violación de ciertos preceptos del 
Derecho internacional, del Derecho constitucional y de los prin-
cipios de Nuremberg. El testimonio de los expertos estaba desti-
nado a demostrar que los desobedientes habían actuado movidos 
por buenos motivos -"good motive defense" -, el impedir que los 
EEUU se embarcasen en una acción ilegal. Estos buenos motivos 
y convicciones sinceras, según los desobedientes, negarían el 
carácter criminal del acto. 
El tribunal rechazó la "good motive defense", estableciendo 
que "una vez que se comete un crimen, la prueba sobre la exis-
tencia de buenos motivos no exculpa al demandado ... Ninguna 
nación civilizada podría sobrevivir cuando un ciudadano puede 
24. Sobre el tema ver también: Javier MARTÍNEZ TORRÓN, "La objeción 
de conciencia en la jurisprudencia del Tribunal Supremo Norteamericano", 
en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, Universidad Complutense de 
Madrid, t. 1, 1985, págs. 395 y ss. Norman M. THOMAS, The conscientious 
objector in America, New York, B.W. Huebsch Inc., 1923. Para el Derecho 
comparado europeo, ver: Juan Miguel ZARAGOZA, "El derecho de objeción de 
conciencia en el Consejo de Europa", en el Boletín de Información del Minis-
terio de Justicia, n° 891, año XXVI, 25 de septiembre de 1971, págs. 3 y ss. 
25. 283 F. Supp. 336 (D. Md. 1968). 
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seleccionar qué leyes obedece y cuáles no. Eso daría lugar al 
caos ... ". 
Antes de que recayese sentencia, dos de los cuatro objetores 
del caso Berrigan entraron en otra oficina de reclutamiento en 
Catonsville, Maryland, y realizaron una conducta similar a la de 
Baltimore. Fueron acusados de los mismos crímenes que los 
desobedientes de Baltimore. Los desobedientes de Catonsville 
reconocieron que habían violado la ley, pero argumentaron que 
no habían actuado con conocimiento y ,voluntad, puesto que 
habían obrado ' por un buen motivo, y por eso debían de ser 
exculpados. 
En realidad en este caso jurisprudencial, como en general 
cuando se invoca la "good motive defense", se estaba confun-
diendo la intención -"intent"-, que es lo penalmente relevante, 
con el motivo -"motive"-, irrelevante. En los casos de Derecho 
penal la ley no permite invocar el motivo. Para ser culpable basta 
con satisfacer los requerimientos del estado mental relativos a 
cada uno de los elementos de la ofensa. Los requerimientos sobre 
el estado de la mente se basan en el intento -"intent"-, no en el 
motivo -"motive"-. El motivo del demandado es la razón 'por la 
que actuó. El intento o intención es el estado mental concerniente 
a cada uno de los elementos de la ofensa. El motivo se refiere a 
porqué el demandado hizo lo que hizo; la intención se basa en el 
nivel de conocimiento de lo que hizo, el grado de consciencia 
sobre lo que la persona está haciendo, que va desde la negli-
gencia, pasando por la temeridad y la consciencia, a la inten-
cionalidad26. 
Hay quienes proponen una reforma de las leyes estadouni-
denses -del Model Penal Codé- que de entrada a la "good motive 
defense". La tolerancia que de admitirse la defensa por una buena 
causa se daría a los actos del desobediente sería similar en el 
26. Martin C. LOESCH, "Motive testimony and a civil disobedience justi-
fication", en Nafre Dame Journal of Law, Ethics & Public Affaires, vol. V, 
n° 1, 1990, págs. 1101-1102 y 1104-1119. 
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contenido a la ofrecida al objetor de conciencia. Bajo esta pro-
puesta la desobediencia no sería más tolerada de lo que la comu-
nidad desease. No se trata de abogar por la exculpación auto-
mática de los desobedientes, sino por un proceso judicial que 
tenga en cuenta la distinción entre los criminales y los desobe-
dientes no criminales, que en el conflicto entre la obligación 
moral y la obligación legal de prioridad a la obligación moral, y 
que demuestre aprecio hacia los beneficios que nuestra sociedad 
obtiene del coraje de aquellos que se han mantenido firmes frente 
a la injusticia. 
Dentro de la defensa basada en la motivación del sujeto que 
viola la ley podría incluirse la que se denomina defensa basada en 
las creencias religiosas -"religious beliefs"-, ya que éstas no 
constituyen sino "motivos no egoistas". En "UnÍted States v. 
Cullen"27, el desobediente destruyó el registro de actas de reclu-
tamiento basándose en móviles religiosos, no egoístas, en la me-
dida en que al hacerlo estaba perjudicando su propio futuro y el 
bienestar de su familia. El tribunal estimó que los actos del deso-
bediente fueron voluntarios, y que él sabía que estaba violando la 
ley, existiendo el requisito de la intención, por lo que el deman-
dado era culpable. El motivo religioso del desobediente era irre-
levante para su inocencia o culpabilidad. El tribunal adujo que "si 
las intenciones religiosas, morales o políticas exculpasen el com-
portamiento ilegal se podría ... robar a los ricos para dar lo robado 
a los pobres, quemar y destrozar no sólo actas de reclutamiento, 
sino cualquier otra cosa con fines utópicos"28. 
En relación con el tema con el que comenzábamos este ar-
tículo, de la delimitación de la objeción de conciencia frente a 
la desobediencia civil, el profesor Hugo Adam Bedau hizo una 
interesante propuesta en relación con ambas figuras: no habría 
ninguna razón lógica por la que todo aquél que viola la ley por 
27. 454 F. 2d 386 (7th Cir. 1971). 
28. En el mismo sentido, ver Reynolds v. United States -98 U.S. 145 
(1879)-. 
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móviles de conciencia no pudiese estar exento de pena. Si esta 
cláusula estuviese incluida en la ley, la desobediencia civil se 
convertiría en objeción de conciencia, es decir en una exclusión 
legal a la ley, más que en una violación abierta de ella y la vía 1, 
vista, legalizaría, igual que la objeción de conciencia al servicio 
militar, de la vía 2, toda objeción por motivos de conciencia. 
Según Bedau no existiría razón alguna por la cual las leyes de un 
país no pudiesen prever esta cláusula. 
No obstante, en la práctica existen numerosas razones que 
hacen impracticable esta propuesta. En primer lugar habría que 
distinguir entre aquellas violaciones de la ley que dañan sólo el 
bien común y aquellas otras que dañan derechos de terceros. 
Mientras en la objeción de conciencia estamos ante el primer 
supuesto, de manera que sólo se perturba el interés general, la 
política del gobierno en torno al reclutamiento, por el contrario, la 
desobediencia civil a menudo causa destrozos en la propiedad de 
otros con el único propósito de atraer la atención pública, espe-
cialmente en los casos de desobediencia civil indirecta, en los que 
se viola una ley con la intención de protestar contra una segunda 
ley injusta. Una segunda objeción a la sugerencia de Bedau sería 
que la misma requeriría, como en la objeción de conciencia, la 
existencia de una serie de jueces que decidiesen de antemano 
sobre la moralidad de las acciones de desobediencia civil29. 
111. NATURALEZA JURÍDICA DE LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA 
La objeción de conciencia puede reconocerse como un derecho 
general -vía 1- o como una excepción a la regla -vía 2-, decla-
rada caso por caso, con pretensión de que la comunidad jurídica 
29. Rugo Adam BEDAU, "On civil disobedience", en Journal of Philo-
sophy, 58,1961, pág. 655 Y Michael WALZER, "The obligation to disobey", en 
Ethics 77, 1967, págs. 163-175. 
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la reconozca, que requiere de ella un reconocimiento, un acto 
positivo, más que la simple abstención, mero "pati" o tolerar. 
El problema30 gira en tomo al carácter "normal" o "excepcio-
nal" de la objeción de conciencia. Mientras el Tribunal Constitu-
cional carga, como hemos visto, las tintas en el carácter excep-
cional de la objeción de conciencia, al menos esa es la evolución 
de su jurisprudencia, la doctrina suele opinar lo contrario, y así, 
respecto a la objeción de conciencia al servicio militar considera 
tan normal realizar el servicio militar como una prestación social 
sustitutoria. Ambas serían modalidades alternativas de defender 
España, no regla y excepción, respectivamente, a este deber. El 
deber general es defender España, no la obligación militar. La 
objeción sería una excepción no al deber, sino a una forma, la 
ordinaria, de prestar ese deber. Esta es la opinión, entre otros de 
Capella y Gascón Abellán. Desde esta perspectiva, la Constitu-
ción de 1978 contemplaría dos modalidades de defender España: 
el servicio militar y la prestación social sustitutoria, a elegir por la 
conciencia de cada uno, alternativamente, si bien no en plano de 
igualdad. 
¿Es la objeción de conciencia un derecho subjetivo? La esen-
cia del derecho subjetivo es ser el contrapunto, o polo positivo, de 
la obligación jurídica, o polo negativo, en la relación jurídica. El 
derecho subjetivo confiere la facultad de reclamar ante la justicia 
el cumplimiento de una obligación jurídica, correlato o reflejo de 
ese derecho, cuando esa obligación no sea satisfecha espontánea-
mente. La objeción de conciencia, así configurada, sería enten-
dida como una acción procesal tendente a hacer realidad el 
derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y Tribunales en 
el Estado de Derecho. Pero, ¿qué es la objeción de conciencia: un 
derecho sustantivo o una acción procesal? Una cosa es que la 
30. Sobre el tema que nos ocupa, ver, por ejemplo: A. DE LA HERA, 
"Sobre la naturaleza jurídica de la objeción de conciencia", en Iván C. IBÁN 
(coord.), Libertad y derecho fundamental de libertad religiosa, Madrid, Edi-
torial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1989, págs. 141-164. 
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objeción se desenvuelva en el plano procedimental, acompañada 
de una acción procesal, y otra bien distinta que equivalga a la 
propia acción procesal. El objetor, igual que el acreedor, pide 
algo, amparado por el Derecho, algo distinto al mero hecho de 
pedir. Una cosa es el fondo, lo sustancial, otra el modo, la forma 
o manera de pedir, que no pasa de ser sino un complemento 
adjetivo. No hay que mezclar el modo de ejercicio con el derecho 
ejercitado. No hay que confundir el derecho sustantivo con la 
acción procesal. El derecho a la objeción de conciencia es algo 
más que el mero derecho a inciar un procedimiento. El procedi-
miento es requisito previo de goce o ejercicio de un derecho. El 
derecho es el contenid031 . 
Pero una cosa es que exista un derecho a la objeción de 
conciencia y otra que se trate de un derecho ilimitado. Es el tema 
de la limitación-delimitación de las fronteras de los derechos 
constitucionales. Es el tema también de la colisión de bienes jurí-
dicos. Dichos límites son los derechos ajenos, la moral vigente, el 
orden público y el bien común. Como reconoce el Tribunal Cons-
titucional, en caso de conflicto se impone una casuística y nece-
saria ponderación con otros bienes constitucionales. 
De entre las muchas concepciones del derecho subjetivo, el 
derecho a la objeción de conciencia encajaría sobre todo en una 
concepción del tipo de la de Savigny y Windscheid, es decir, en 
una concepción del derecho subjetivo como "poder de la volun-
tad" ("Willensmacht"), que pone el acento en el aspecto subjetivo 
de una voluntad soberana, que sería la que se opondría a la ley 
injusta, des obedeciéndola. Pero en la objeción de conciencia al 
servicio militar podríamos hablar incluso de la existencia de un 
derecho subjetivo a desobedecer en la concepción del derecho 
subjetivo de Rudolf von Ihering, la cual pone el énfasis en el 
elemento objetivo del derecho subjetivo, definiéndolo como un 
31. M. GASCÓN ABELLÁN, Obediencia al Derecho y objeción de con-
ciencia, op. cit., págs. 245-255. 
216 MARÍA JOSÉ FALCÓN YTELLA 
"interés jurídicamente protegido". Por otro lado, también en la 
concepción de John Austin del derecho subjetivo, a modo de 
"reverso de un deber jurídico", en cierto modo, podría entenderse 
que tiene cabida un derecho a objeción de conciencia, incluso 
entendida ésta en sentido amplio. Dicho deber jurídico sería el 
que el Estado tiene con el individuo. Al mismo aluden, por ejem-
plo, las teorías contractualistas, según las cuales, roto el pacto por 
una de las partes, en este caso el Estado, al incumplir sus deberes, 
la otra, el ciudadano, tiene el derecho de resistencia y objeción en 
conciencia. 
Otro enfoque del tema de la posible naturaleza de un derecho 
subjetivo a la objeción de conciencia es el de Marina Gascón 
Abellán. En un trabajo titulado "Notas sobre la existencia de un 
posible derecho general a la desobediencia", hace el siguiente 
planteamiento. La justificación de un derecho general a desobe-
decer dependería, a su juicio, de la posición que se otorgue a los 
derechos fundamentales en el sistema jurídico. En este tema -dice 
la autora- nos hallaríamos ante la alternativa de escoger entre la 
concepción hobbesiana de la libertad, de carácter absolutista, o la 
que, desde Locke, avala la tradición liberal. Según la concepción 
hobbesiana de los derechos fundamentales la regla básica o tónica 
dominante serían los mandatos, los imperativos. Sería como si 
todo estuviese prohibido salvo lo expresamente permitido. No 
cabría hablar, pues, de un derecho general a la desobediencia, al 
menos como tal derecho general. Por el contrario, en el modelo 
de Locke la regla básica del sistema sería la libertad, que sólo 
excepcionalmente estaría limitada por mandatos y prohibiciones. 
Es la concepción liberal de los derechos fundamentales, según la 
cual está permitido todo salvo lo expresamente prohibido. En este 
caso podría hablarse de la existencia de un derecho g'eneral a la 
desobediencia por motivos de conciencia, en el sentido de que 
existe una presunción de legitimidad constitucional para el que 
actúa de acuerdo con su conciencia. En un sistema liberal 
democrático como el español la concepción de los derechos 
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fundamentales adoptada es la de Locke32 y, por tanto, en él cabría 
hablar de la existencia de un derecho a la objeción de conciencia 
entendida no sólo como objeción al servicio militar sino también 
como objeción en sentido amplio. 
32. Marina GASCÓN ABELLÁN, "Notas sobre la existencia de un posible 
derecho general a la desobediencia", en XII Jornadas de Filosofía Jurídica y 
Social. Obligatoriedad y Derecho, Universidad de Oviedo, del 28 al 30 de 
marzo de 1990, págs. 281-292. 
